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Certiorari 
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Primera 

Instancia, Sala 

de Bayamón  

 

Caso Núm.:  

DCD 2015-1538 

 

Sobre:  

Ejecución de 

Hipoteca  

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, la Juez Birriel Cardona y la Juez Nieves 

Figueroa 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Comparecen el Sr. Eric Miguel Quetglas Jordán, en 

adelante el señor Quetglas, su esposa Myrthia Larrauri 

Torres y la sociedad de gananciales por ellos 

compuesta, en adelante los peticionarios, y solicitan 

que revoquemos una Resolución emitida por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Bayamón, en adelante 

TPI.  Mediante la misma, se declaró no ha lugar una 

solicitud de paralización del pleito de epígrafe.  

 Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se desestima el recurso por falta de 

jurisdicción por prematuro.  

-I- 

Surge del expediente, que en el contexto de un 

pleito de cobro de dinero y ejecución de hipoteca por 

la vía ordinaria, US Bank National Association as 

Trustee for CSMC, 2007-6, en adelante US Bank o el 

recurrido, presentó una Moción de Sentencia Sumaria. 
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Así las cosas, el 2 de julio de 2018 los 

peticionarios presentaron una Solicitud de 

Paralización Inmediata.1 Alegaron que se encontraban en 

trámite para presentar una solicitud para una 

modificación bajo el programa de mitigación de 

pérdidas del recurrido. Por ende, hasta que no haya 

concluido dicho proceso, el TPI debía ordenar la 

paralización de los procedimientos. Arguyeron además, 

que continuar con la acción de ejecución de hipoteca 

al tiempo que se está evaluando una solicitud de 

modificación constituye “dual tracking”, lo que está 

prohibido por la legislación federal aplicable. 

US Bank se opuso a la solicitud de paralización. 

Adujo que “no hay acuerdo entre las partes, ni pago 

alguno efectuado por los peticionarios, razón por la 

cual el propósito de la petición es dilatar los 

procedimientos”.2 

Por su parte, el 6 de agosto de 2018 el TPI 

denegó la solicitud de paralización.3 

Insatisfechos, el 8 de agosto de 2018 los 

peticionarios presentaron una Solicitud de 

Reconsideración y Reiterando Solicitud de 

Paralización.4 En dicho documento reafirmaron su 

petición de paralización de los procedimientos y 

añadieron que al presentarse la solicitud ya habían 

iniciado las gestiones ante el Programa de “loss 

mitigation” del recurrido. En consecuencia, entienden 

que hay que concederles la oportunidad de que la 

                                                 
1 Apéndice de los peticionarios, págs. 17-19. 
2 Id., págs. 21-22. 
3 Id., pág. 23. 
4 Id., págs. 24-34. 
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solicitud sea evaluada y los procedimientos de 

ejecución no pueden continuar hasta que se les haya 

notificado, por escrito, el resultado específico de la 

evaluación, lo que hasta el momento no ha ocurrido. 

El TPI declaró no ha lugar la reconsideración.5 

Inconformes, el 17 de agosto de 2018 los 

peticionarios presentaron un recurso de certiorari en 

el que alegan que el TPI cometió el siguiente error: 

Erró el TPI al denegar la paralización 

mandatoria de los procedimientos ante su 

consideración hasta tanto el Banco haya 

notificado por escrito a los codemandados 

recurridos el resultado de su evaluación 

de la Solicitud de “short sale” 

exponiendo las razones específicas para 

tomar dicha determinación, y que haya 

concluido cualquier procedimiento para la 

revisión ante el Banco de dicha 

determinación.  

 

Examinados los escritos de las partes y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver.  

-II- 

A. 

La Ley de Ayuda al Deudor Hipotecario fue creada 

con el fin de exigirle al acreedor de un préstamo 

hipotecario en mora, que le ofrezca al deudor la 

alternativa de mitigación de pérdidas (loss 

mitigation) antes de iniciar cualquier trámite legal 

que pueda culminar en la ejecución de la garantía 

hipotecaria.6  

En caso de ya haberse iniciado una acción legal 

de esta naturaleza, el Artículo 3 de la Ley de Ayuda 

al Deudor Hipotecario establece lo siguiente: 

                                                 
5 Id., pág. 35. 
6 Exposición de motivos de la Ley de Ayuda al Deudor Hipotecario, 

Ley Núm. 169-2016 (32 LPRA 2891 et seq.).  
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En el caso en que ya haya comenzado un 

proceso legal de cobro de dinero y 

ejecución hipotecaria, y el deudor 

hipotecario haya entregado el formulario 

solicitando mitigación de pérdidas y 

sometido los documentos requeridos para 

la evaluación de su caso el proceso legal 

deberá detenerse, según las disposiciones 

del Reglamento X, mientras se culmina el 

proceso de cualificación del deudor 

hipotecario y éste adviene en 

conocimiento de que cualifica o no. Lo 

anterior no aplicará en aquellos casos en 

los cuales se haya dictado una sentencia 

por el tribunal correspondiente, y la 

misma sea final, firme e inapelable.7 

(Énfasis suplido). 

 

B. 

Reiteradamente el Tribunal Supremo de Puerto Rico, 

en adelante TSPR, ha establecido que una apelación o un 

recurso prematuro al igual que uno tardío, "adolece del 

grave e insubsanable defecto de privar de jurisdicción 

al tribunal al cual se recurre".8 Asimismo, este ha 

pautado que en esos casos "su presentación carece de 

eficacia y no produce ningún efecto jurídico, pues en 

el momento de su presentación no ha habido autoridad 

judicial o administrativa para acogerlo..."9  

De igual forma, en el ámbito procesal el TSPR ha 

expresado que una apelación o un recurso prematuro es 

aquel presentado en la secretaría de un tribunal 

apelativo antes de que éste tenga jurisdicción.10 Al 

respecto, debemos recordar “[n]o hay razón alguna para 

convertir las Secretarías u oficinas de los jueces en 

una extensión más de las oficinas de archivos (“record 

room”) de los abogados con el propósito de conservarles 

                                                 
7 Art. 3 de la Ley de Ayuda al Deudor Hipotecario, supra (32 LPRA 

2893). 
8 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008). 
9 Juliá v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357, 366 (2001); 

Rodríguez Díaz v. Segarra, 153 DPR 357, 367 (2001). 
10 Juliá v. Epifanio Vidal S.E., supra. 
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los originales y copias de los recursos tempranamente 

inoportunos, que no debieron ni podían ser válidamente 

presentados por carecer de jurisdicción”.11  

Respecto a la jurisdicción, el TSPR ha aclarado 

que "[n]o tenemos discreción para asumir jurisdicción 

donde no la hay".12 La falta de jurisdicción no puede 

ser subsanada, ni el tribunal puede abrogarse la 

jurisdicción que no tiene. Aun cuando las partes no lo 

planteen, un tribunal viene obligado a velar por su 

jurisdicción.13  

Como se puede inferir de lo anterior, la tendencia 

jurisprudencial es clara. Un recurso prematuro impide a 

un tribunal entrar en los méritos del mismo, puesto 

que, en tales circunstancias, se carece de 

jurisdicción.14  

-III- 

Un análisis cuidadoso de los escritos de las 

partes y de los documentos que obran en autos revela 

que el 22 de junio de 2018 los peticionarios 

presentaron una solicitud de evaluación del préstamo 

en controversia para modificación bajo el programa de 

“loss mitigation”.15 

A partir de esa fecha se estableció un 

intercambio de comunicaciones entre las partes en el 

que los peticionarios daban seguimiento a las 

gestiones iniciadas y sometían los documentos 

                                                 
11 Pueblo v. Santana Rodríguez, 148 DPR 400 (1999). (Nota al calce 

1). 
12 Gobernador de P.R. v. Alcalde de Juncos, 121 DPR 522, 530 

(1988). 
13 Pérez Soto v. Cantera Pérez, Inc. et al, 188 DPR 98 (2013); 

Juliá v. Epifanio Vidal, S.E., supra, pág. 362.  
14 Juliá v. Epifanio Vidal, S.E., supra, pág. 367. 
15 Apéndice de los peticionarios, pág. 30. 
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solicitados por el recurrido como parte del trámite de 

mitigación de pérdidas. Para el 7 de agosto de 2018, 

los peticionarios habían sometido unos documentos y 

solicitaban del recurrido que emitiera su respuesta a 

la solicitud de mitigación de pérdida.16 

En dicho contexto fáctico, el 17 de agosto de 

2018 los peticionarios presentaron el recurso de 

certiorari ante nuestra consideración. Sin embargo, 

tres días después, es decir, el 20 de agosto de 2018 

se completó el trámite de mitigación de pérdida.  

De lo anterior se desprende que para el 17 de 

agosto de 2018 los peticionarios habían entregado el 

formulario, y estaban sometiendo documentos a la 

espera de un análisis y evaluación final por parte del 

recurrido. En esta etapa no se podía descartar de 

antemano la posibilidad de que el recurrido requiriera 

documentos adicionales para completar el trámite. Este 

proceso terminó tres días después de haber presentado 

el recurso ante nuestra consideración. En otras 

palabras, al presentarse el recurso ante nos, se 

habían iniciado las gestiones para el “loss 

mitigation” pero no habían concluido, lo que ocurrió 3 

días después. En consecuencia, al momento de su 

presentación, el recurso no estaba maduro para 

conceder el remedio del Art. 3 de la Ley de Ayuda al 

Deudor Hipotecario. Bajo este escenario, no teníamos 

autoridad judicial para acogerlo. En fin, como recurso 

prematuro, adolece del grave e insubsanable defecto de 

privar de jurisdicción a este tribunal para atenderlo.  

                                                 
16 Id., págs. 31-33. 
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-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima 

el recurso por falta de jurisdicción por prematuro.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 La juez Birriel Cardona disiente sin opinión 

escrita.  

 

 

        Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


